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Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires



Buenos Aires,  25  de noviembre de 2005.

RES. Nº  950 /2005

VISTO:




El expediente SCD-168/05-0 que lleva el Nº 348/2005 del registro de la Comisión de Disciplina y Acusación del Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, caratulado “Gallardo, Roberto Andrés s/ denuncia III”, y

CONSIDERANDO:




I. Que se inician las presentes actuaciones en virtud de la denuncia articulada por la Dra. Alejandra Tadei -Procuradora General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires-, quien advierte serias irregularidades en la tramitación del expediente caratulado “JUAREZ, Sara Etel c/GCBA s/amparo”, registrado bajo el Nº 16693/0 que tramitara por ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo y Tributario Nº 9, Secretaría Nº 18 de esta Ciudad, interinamente a cargo del Dr. Roberto Andrés Gallardo.-




Sostiene la nombrada que el Magistrado afectó, con su decisión, la garantía del juez natural. Al respecto manifiesta que la Sala II comprobó que el abogado de la parte actora presentó entre el 24 y el 30 de mayo del corriente año, al menos veinticinco causas iguales en distintos juzgados, solicitando en cada una de ellas una suspensión de las obras que lleva adelante el Instituto de la Vivienda en el barrio de Villa Lugano.-




En su denuncia refiere que el día 27 de mayo de 2005, el citado Juzgado Nº 9, interinamente a cargo de la Dra. Liberatori, rechazó la medida cautelar incoada en la causa “Lorenzo c/GCBA s/amparo”, razón por la cual, los jueces del fuero que recibieron idénticas acciones, las remitieron al mencionado juzgado con la finalidad de evitar sentencias contradictorias.-




Por su parte mencionó que el Juez Gallardo, que asumió interinamente dicho Juzgado, admitió las remisiones efectuadas por los distintos jueces del fuero, y en uno de esos expedientes, más precisamente en el remitido por la titular del Juzgado de 1ra. Instancia en lo Contencioso Administrativo y Tributario Nº 12, caratulado “JUAREZ, Sara Etel c/GCBA s/amparo” Nº 16693/0,  hizo lugar a la medida cautelar y ordenó suspender las obras.-




A su vez sostuvo la Doctora Tadei que el Doctor Gallardo admitió nuevos actores con pretensiones que nada tienen que ver con el objeto del proceso y que dictó resoluciones que carecen de fundamentos.-




II.- Que radicadas las actuaciones en este organismo ante la Comisión de Disciplina y Acusación, se ordenó la citación a la denunciante a los efectos de ratificar la presentación oportunamente efectuada (ver fs. 14), materializándose ello a través del acta de la que se da cuenta a fs. 17.-




Que a fs. 22, fue ordenada la agregación de las copias certificadas de los expedientes 16693/0, caratulado “Juárez, Sara Etel y otros c/ G.C.B.A. s/ amparo (art. 14 de la CCBA)” -en cuatro cuerpos-, su acumulado Nro. 16591/0, caratulado “Lorenzo Stella Maris c/ G.C.B.A. (art. 14 de la C.C.B.A.)”, 16693/1 -en un cuerpo-.-




Que mediante Res. CDyA Nro. 118/2005, de fecha 17 de octubre de 2005, se resolvió declarar procedente la denuncia conforme el procedimiento reglado por la Res. CM Nro. 171/2003, de acuerdo a las consideraciones allí vertidas, ordenándose la notificación de dicha resolución al Juez Gallardo, a fin de poner en su conocimiento el trámite y contenido de la denuncia formulada en su contra, corriéndole traslado por el plazo de cinco días a los efectos de que, si lo considera pertinenete, pueda efectuar su descargo.




Que, con fecha 18 de octubre del presente año, conforme dan cuenta los expedientes que corren por cuerda al presente, bajo los Nros. SDC 168/05-1, 168/05-2, 168/05-3, 168/05-4 y 168/05-5, el Doctor Gallardo recusó a los Señores Consejeros Doctores León Carlos Rosenfeld, María Magadalena Iraizoz, Bettina Paula Castorino, Diego Jorge May Zubiría y Juan Sebastián De Stéfano.-




Que de acuerdo a lo que surge del dictado de la Res. CM Nro. 840/2005, el 25 de octubre de 2005, el Plenario resolvió disponer la integración del Jurado de Enjuiciamiento, mediante el sorteo previsto en el art. 13 de la Ley 54, a fin de resolver las recusaciones planteadas, fijando como fecha para efectuarlo el día 28 de octubre del citado año, a las 12.00 horas (ver fs. 31/32).-




Que conforme se desprende de la constancia de fs. 38, el 28 de noviembre del año en curso, fue notificada la medida cautelar dictada por el Doctor Fernando Juan Lima en el Expte. 18245/0, caratulado “Gallardo, Roberto Andrés c/ Consejo de la Magistratura s/ amparo (art. 14 CCABA)”, en trámite ante el Juzgado de 1ª Instancia en lo Contencioso Administrativo y Tributario Nro. 12, Secretaria Nro. 24, mediante la cual se suspendió la realización del sorteo dispuesto por la Res.  CM Nro. 840/2005.-




Que a su vez, tal como luce a fs. 44, se fijó fecha para que el Doctor Gallardo efectuara su descargo el día 4 de noviembre del presente.




Que el nombrado, tomó vista de las actuaciones, de lo cual dan cuenta las constancias de fs. 50 y 51.-




Que por su parte, constituída la Comisión de Disciplina y Acusación, a los efectos de recibir el descargo del Magistrado, el mismo no compareció a la audiencia fijada (ver fs. 53).-




Asimismo, en el marco del Expte. 18245/0, caratulado “Gallardo, Roberto Andrés c/ Consejo de la Magistratura s/ amparo (art. 14 CCABA)”, el Consejo de la Magistratura planteó inhibitoria ante el Superior Tribunal de Justicia local, el cual con fecha 9 de noviembre de 2005, bajo el registro de las actuaciones Nro. 4312/05, resolvió declarar la incomptencia de la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario para conocer en el caso, dejando sin efecto la medida cautelar decretada, y toda otra resolución adoptada en el expediente de mención que impida el desarrollo del proceso previsto en el art. 123 CCBA (ver fs. 55/69).-




A su vez, mediante Res. CM 913/2005, de fecha 15 de noviembre de 2005, este Consejo resolvió establecer que el sorteo para constituir la integración del Jurado de Enjuiciamiento, a los fines previstos en el art. 1 de la Res. CM Nro. 840/2005, se realizará el día 18 de noviembre de este año a las 10:30 horas (fs. 71/71 vta.).-




Así también, se desprende de la presentación de fs. 74, que el referido Magistrado, solicitó que se suspenda el sorteo del Jurado de Enjuiciamiento, hasta tanto adquiera firmeza la resolución dictada por el Superior Tribunal de Justicia en el marco del expediente 4312/05, no haciéndose lugar a ello en virtud de que no existe norma alguna en apoyo a lo solicitado (ver fs. 76).-




Que en la fecha fijada, y en presencia del letrado designado por el Doctor Gallardo -Doctor Daniel Maresca-, se efectúo el sorteo, dándose cuenta de ello, a través del acta agregada a fs. 78.-




Que el 21 de noviembre del año en curso, el citado Magistrado recusó a la Doctora Ana María Conde, integrante del Jurado de Enjuiciamiento, tal como luce a fs. 3 del expediente SCD 168/05-6, que corre acollarado a las presentes actuaciones.-




Que habiéndose dado vista a la nombrada, el Presidente del cuerpo rechazó la recusación planteada, mediante Res. Presidencia Nro. 135/2005, de fecha 22 de noviembre de 2005, obrante a fs. 7 del citado expediente.-




Finalmente, con fecha 24 de noviembre de 2005, el Jurado de Enjuiciamiento constituído al efecto, resolvió rechazar las recusaciones deducidas por el Doctor Gallardo, respecto de los miembros del Consejo de la Magistratura, Doctores Diego Jorge May Zubiría, Juan Sebastián De Stéfano, Bettina Paula Castorino y María Magdalena Iraizoz (conforme fs. 82/83).-




Que asimismo de lo obrado a fs. 88/89 y 91, se desprende que el Doctor Gallardo, con fecha 23 de noviembre de 2.005, interpuso ante el Superior Tribunal de Justicia local, el remedio federal previsto en el art. 14 de la ley 48.-




III.-  Que previo a otra consideración, merecen destacarse ciertas cuestiones, en relación a la sustanciación de estas actuaciones.-




Que respetando cabalmente el reglamento vigente, a fin de no conculcar las garantías  de debido proceso y  defensa en juicio, una vez admitida la denuncia se hizo saber al Magistrado que tenía derecho a efectuar un descargo, en el término de cinco días,  fijándose luego una fecha para la realización de la audiencia, la que no se materializó, toda vez  que el nombrado no se hizo presente.-




Que con el traslado que oportunamente se le confiriera, tomó conocimiento de la denuncia, y el Magistrado optó por no efectuar descargo alguno.




Que por otro lado, y en relación a la presentación efectuada a fs. 88/89, corresponde destacar que rige en la materia la armónica aplicación de los arts. 64 y 71 del Código Procesal Penal de la Nación, de aplicación supletoria.-  




Que a ello cabe adunar que la recusación fue rechazada “in limine” por el Jurado de Enjuiciamiento.-




IV. Que la decisión adoptada por el Magistrado y que motivara la denuncia efectuada por Doctora Alejandra Tadei -Procuradora General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires-, tuvo lugar en el marco del expediente Nº 16693/0, caratulado “JUAREZ, Sara Etel c/GCBA s/amparo”, iniciado con fecha 30 de mayo de 2005, quedando radicado ante el Juzgado en lo Contencioso Administrativo y Tributario Nº 12, Secretaría Nº 23, en el que, la Sra. Sara Etel Juárez, con el patrocinio del Dr. Pierini, inició una acción de amparo contra el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, el Instituto de Vivienda, la Subsecretaría de Planeamiento Urbano y la Corporación de Buenos Aires Sur, en procura de justicia efectiva, atacando el Programa Federal de construcción de viviendas, 3º etapa y, en particular los llamados a licitación Nº 34, 35 y 36 de 2005, alegando que se había omitido la convocatoria  a previa audiencia.-




Que tras brindar sus argumentos, la amparista solicitó: “la inmediata suspensión de las licitaciones públicas 34, 35 y 36, el cese de la tala de árboles y todo otra alteración al ecosistema de los predios, la clausura y posterior retiro del obrador instalado en el interior del Parque de las Victorias”.-




Vale señalar, que con fecha 24 de mayo de 2005 se había iniciado la causa que se caratuló “LORENZO, Stella Maris c/GCBA s/amparo”, Expte. 16591/0, la que quedó radicada ante el Juzgado en lo Contencioso Administrativo y Tributario Nº 9, Secretaría Nº 17, en el que la Dra. Liberatori denegó fundadamente una medida cautelar el 27 de mayo peticionada con un escrito idéntico al que diera origen a la causa “Juarez” antes mencionada.-




Continuando con la decisión adoptada por el magistrado cuestionado, se destaca que éste, con fecha 7 de junio de 2005, recibió por conexidad el mencionado expediente -“JUAREZ, Sara Etel c/GCBA s/amparo”, proveniente del Juzgado en lo Contencioso Administrativo y Tributario Nº 12, Secretaría Nº 23-, la que aceptó, ordenando la acumulación al expediente “Lorenzo”, disponiendo que corriera por cuerda separada, dejando aclarado que lo hacía en virtud de la conexidad objetiva existente entre ambos expedientes y a fin de evitar sentencias contradictorias (vid fs. 233).-




El día 9 de junio de 2005, la actora -Sara Etel Juárez- presentó un nuevo escrito, encuadrando como hechos nuevos determinados acontecimientos, tales como aperturas de sobres de tres licitaciones públicas, que el obrador de la Av. Larrazabal al 5000 se encontraba en plena actividad, que a instancias del GCBA una empresa instaló otro obrador en predio del “Parque Las Victorias”, solicitando su clusura etc..-




Así las cosas, con fecha 10 de junio de 2005, el Doctor Gallardo, tras correr el traslado correspondiente al Señor Asesor Tutelar, resolvió, bajo la modalidad de medida “precautelar” suspender las tareas relacionadas con las Licitaciones  Públicas Nº 34, 35 y 36, disponiendo además una inspección ocular del lugar, la que fijó y realizó el 14 de junio del citado año.-




La decisión adoptada fue recurrida por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, indicando que las obras por las cuales el IVC llamó a licitación pública no afectaban los establecimientos educativos primario y secundario, ni la granja ubicada en la manzana 114, fracción B, manzana 103 C y D, Sección 68, circunscripción 1, señalando que tras privilegiar meras conjeturas, la medida adoptada era desproporcionada, ya que afectó en su totalidad la construcción de viviendas destinadas a mejorar la calidad de vida de miles de personas que carecen de ella.-




Que en el acta labrada,se dejó constancia del resultado de la inspección ocular realizada y que la actora, modificando el objeto de la acción, incluía el pedido de paralización de toda obra edilicia del “Parque Las Victorias”, consignándose las licitaciones Nº 51/05, 30/04 y toda otra y asentándose el compromiso asumido por ésta ante el juez, de hacer una nueva presentación en relación al polo industrial, determinar sus alcances y denunciar su aspecto contaminante.-




Con este panorama, el Magistrado en cuestión decidió ampliar la medida “precautelar” ordenando al Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires la inmediata suspensión de las obras de cualquier índole vinculadas a las licitaciones de autos, las aludidas por la actora en la diligencia -acta labrada en el marco de la inspección ocular- y todas aquellas que bajo concepto de urbanización, construcción de viviendas y/o instalación de polos industriales, tecnológicos u homólogos pudieran estar comprendidos en las zonas U7, U8, E4 y U6, disponiendo además la limpieza integral de las calles internas y periféricas de la villa 20, la remoción de los residuos y la presentación del plano de urbanización.-




Nuevamente el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, apeló la ampliación de la medida “precautelar”, solicitando la declaración de nulidad de la sentencia. Idéntico temperamento adoptó la Corporación Buenos Aires Sur, quien también recurrió la sentencia dictada.-




Ahora bien, con fecha 17 de junio de 2005, se presentó nuevamente la actora -Sara Etel Juárez- con el objeto de precisar un nuevo objeto de su demanda, individualizar la composición de su grupo familiar y denunciar nuevos hechos, alegando que el día 10 de junio de 2005, se llevó a cabo el retiro de la Huerta Granja, ubicada en el interior del “Parque Las Victorias” y solicitando la inmediata reinstalación de la fauna agrícola, intentando con dicha presentación dar cumplimiento con el compromiso asumido al momento de llevarse a cabo la inspección ocular.-




Agregó que se observaban precarias construcciones, que se había destruído el auditorio, que se habían retirado juegos infantiles, cancha de fútbol y se habían talado árboles, peticionando además la clausura del obrador hasta su retiro y la demolición de toda construcción erigida en el sector, el inmediato restablecimiento de las condiciones anteriores y que el IVC reubique las 120 viviendas destinadas a un conjunto de familias de la Cooperativa de Vivienda 25 de Mayo.-




Señaló que la empresa Gadea S.A. había instalado otro obrador como consecuencia de la licitación pública 51/04, solicitando su clausura y la demolición de toda obra erigida en el sector y que las 32 viviendas de los habitantes de Villa Dulce fueran reubicadas.-




Solicitó la prohibición de instalar el Polo Tecnológico en cualquiera de los distritos del Barrio de Villa Lugano, mencionando al respecto la falta de estudio de impacto ambiental.-




Por último, solicitó la recuperación de la fracción de terreno concesionado al club de Golf y la urbanización definitiva de la denominada villa 20 en los terrenos que actualmente ocupa.-




Por otra parte, a fs. 643 se presentó, con el patrocinio del Dr. Pierini, Julia Natividad Lara, quien solicitó ser tenida como parte actora, mencionando que es beneficiaria del Plan Jefes y Jefas de Familia y que colabora con la descarga del Plan Alimentario, destacando que en el mes de junio no le fueron entregadas las cajas del plan alimentario.-




Agregó que es portadora de HIV, circunstancia que la Secretaría de desarrollo social se niega a considerar para preveerle una caja adicional de plan alimentario.-




A fs. 671, por derecho propio y asistido por el Centro de Estudios Legales y Sociales, se presentó Juan Ramón Rivadeneira y, en representación de las 316 personas -vecinos de la ex Villa Dulce-, solicitando ser admitido en los términos del art. 84, inc. 1º CCAyT y requiriendo la continuidad de las licitaciones 51/04 del Instituto de la Vivienda y 30/40 de la Corporación Sur.-




Destacó que el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires comenzó dar cumplimiento al acuerdo aprobado por el decreto 95/04 del que resultaban acreedores 76 familias, mediante el llamado a licitación pública 51/04 y por la licitación pública 30/04, ambos en el “Parque Las Victorias”, ralatando que las obras han comenzada a ser ejecutadas y que su finalización fue convenida para enero de 2006.-




Explicó las diferencias sustanciales existentes entre el conjunto de emprendimientos desarrollados por el Gobierno y las obras previstas en las licitaciones 51/04 y 30/04, indicando que el avance de estas últimas y los derechos subjetivos de las familias de Villa Dulce poseen respecto de las viviendas allí previstas .-




Por su parte, a fs. 690/91, se presentaron Diosnel Pérez, José Céspedes y Paola Céspedes Miranda, domiciliados en la Villa 20, con el patrocinio del Dr. Pierini, ratificando las denuncias efectuadas por Natividad Lara, como así también de las presiones, amenazas y represalias de la que resultaron objeto los habitantes de la Villa 20.-




Manifestaron además, que en las tareas de limpieza y recolección de residuos se encontró un objeto cilíndrico metálico de características explosivas y restos óseos humanos, destacando que la tierra utilizada para el relleno de la Villa 20, provenía de escombros extraídos del atentado a la AMIA, o tal vez de cadáveres ocultos tras la represión ilegal en el último proceso militar, solicitando en ese contexto se emita una orden a la Secretaría de Desarrollo Social para que remita la nómina de beneficiarios del programa alimentario y del vale ciudad y todo otro programa de asistencia social que tuviere beneficiarios en la Villa 20 y ayuda alimentaria y que los materiales de construcción no fueran entregados a través de la junta vecinal, hasta tanto fueran elegidas nuevas autoridades.-




El Doctor Gallardo, con la sola invocación del art. 82 del CCAyT,  aceptó su competencia en el pleito.-




A fs. 694 se presentó María Cristina Agüero, en su carácter de presidente de la asociación civil “Los Traviesos” y Ruth Navas, en su carácter de Secretaria General de la Junta Electoral de la Villa 20, también con el patrocinio del Dr. Pierini, quienes solicitaron ser tenidas como actoras, manifestando su adhesión a todas las peticiones efectuadas en la causa, siendo admitidas por el magistrado en la calidad invocada.-




Por último, con fecha 9 de septiembre de 2005, se presentaron ante el juez Gallardo representantes de la Cooperativa “8 de marzo” y “Mapro”, solicitando el levantamiento parcial de la medida cautelar dispuesta, ya que esta afectaba la construcción de redes cloacales y agua potable en las manzanas 11 y 14 de la Villa 20.-




V. Tal como se señaló, la medida “precautelar” dictada por el magistrado cuestionado con fecha 10 de junio de 2005, como su ampliación, fueron recurridas por el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y por la Corporación Buenos Aires Sur, lo que generó la intervención de la Sala II de la Cámra de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, quien con fecha 20 de septiembre de 2005, resolvió declarar la nulidad de todo lo actuado y reasignar la causa.-




Sostuvo, que la primigenia acción fue inciada el 30 de mayo de 2005, siendo asignada por sorteo, al Juzgado Nº 12, Secretaría Nº 23.-




Que el Dr. Pierini, letrado de la actora, había patrocinado, al menos, 25 causas iguales, interpùestas los días 24 y 30 de mayo y, en cada una de ellas se solicitó idéntica medida cautelar, no surgiendo que en las causas iniciadas el 30 de mayo, se hubiera denunciado el rechazo de idéntica cautelar en la causa “Lorenzo”.-




Destacó, que en la causa “Lorenzo”, iniciada el 24 de mayo de 2004, la Dra. Liberatori denegó fundadamente una medida cautelar el 27 de mayo peticionada con un escrito idéntico al que diera origen a la causa “Juarez”.-




El 2 de junio de 2005, la señora juez Alejandra Petrella advirtiendo la conexidad con el expediente “LORENZO, Stella Maris c/GCBA s/amparo”, Expte. 16591, atento que se debatían cuestiones idénticas a las debatidas en la causa de referencia, remitió las actuaciones al Juzgado Nº 9.-




Paralelamente, los distintos jueces de grado sorteados para conocer en idénticas cautelares hicieron lo propio, y mandaron a acumular los expedientes  a la causa “Lorenzo”, decisiones que fueron admitidas por el Dr. Gallardo, quien se encontraba interinamente a cargo del Juzgado Nº 9, aclarando que su objetivo era “evitar sentencias contradictorias”.-




Pero pocos días más tarde, el 15 de junio de 2005, el juez de grado despachó la causa “Lorenzo”, dejó sin efecto el traslado dispuesto el 27 de mayo por la Dra. Liberatori (previamente a cargo en forma interina del juzgado Nº 9), e hizo saber que el expediente tramitaría por cuerda separada con los autos “Juarez”.-




Como se indicó, en la causa “Lorenzo” se había denegado una pretensión cautelar idéntica, decisión que no fue apelada ante la alzada, si bien es claro que se han utilizado medios más eficaces que los tradicionales para obtener la modificación de una sentencia que era adversa a la pretención de los distintos actores.-




Señaló el Superior, que radicada la causa en el Juzgado Nº 9, con idas y vueltas en materia de acumulación, fueron admitidos  una serie de “nuevos actores”, patrocinados por el letrado Pierini. Entonces nuevos pedidos se sumaron a la causa. La petición de planes alimentarios, de vales “Ciudad”, de materiales para la construcción, pedido de elecciones en el centro vecinal, dan cuenta de la falta de rumbo de la causa, -cuyo objeto sumamente difícil de delimitar- parace eregir al juez en el lugar de un paladín omnímodo que resguardará a quienes sigan sumándose sucesivamente a la causa de todos sus problemas socioambientales.-




Que la gravedad de los hechos, los llevó a concluir que las equívocas desiciones adoptadas en materia de conexidad alteró el principio general que informa que la asignación de expedientes en el fuero debe hacerse por sorteo.-




Sostuvo, que más allá de la novedosa opción  morfológica utilizada por el “a quo”, lo cierto es que ordenó suspender obras cuya delimitación no fue siquiera esbozada en el expediente. Que más allá de lo grave que pueda presentarse la cuestión ante los ojos del juez, la sentencia dictada sin un análisis de los hechos materia de juzgamiento, se torna nula, ya que la garantía de defensa en juicio incluye la exigencia de que los fallos judiciales tengan fundamentos serios, la que implica un correcto examen de las constancias de la causa que acrediten los hechos y una razonable conclusión sobre la valoración que le corresponde, a la luz del derecho vigente.-




Agregó, que en el caso hubiera sido menester examinar mínimamente los recaudos que razonablemente llevan a adoptar una prohibición de innovar.-




Pero ello no fue así, dictándose una decisión carente de todo fundamento, y no solo eso, en algunos aspectos, se dictó una medida que no había sido pedida formalmente.-




En efecto, mediante la medida “precautelar” se prohibió -entre otras cosas- la obra del Polo Farmacéutico que actualmente se debate en la legislatura de la Ciudad, siendo su único fundamento, lo asentado en un acta de realizar una presentación posterior y denunciar -algún día- su potencial contaminante.-




Concluyó que no es necesario recurrir a una profunda indagación en materia de modernos institutos procesales para concluir que la sentencia no precede a la demanda, al menos en el ordenamiento jurídico local.-




Recordó que el dictado de medidas precautorias no exigen un examen de certeza sobre la existencia del derecho pretendido, sino sólo su verosimilitud; pero claro está que recae sobre quien solicita la medida la carga de alegar y allegar al expediente los elementos que sustenten la verosimilitud de su derecho (conf. art. 301 del CCAyT.). Si bien los jueces gozan de amplias facultades para el esclarecimiento de la verdad, asegurando una decisión justa, ello no implica abandonar el principio de que el material de cognición debe ser proporcionado principalmente por las partes. Y es claro, que son las partes quienes con sus pretensiones fijan los límites de la sentencia.-




VI. Con este panorama, el Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, ante la denuncia interpuesta por la Sra. Procuradora de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Dra. Alejandra Tadei, tras analizar las distintas vicisitudes acaecidas en el marco de la tramitación del expediente mencionado,  resolvió, con fecha 17 de octubre del año en curso, declarar procedente la denuncia articulada contra el Dr. Roberto Andrés Gallardo.-




VII. En este estado corresponde merituar si los hechos hasta aquí descriptos, objeto de la denuncia formulada por la Procuradora General de la Ciudad, son atribuibles al Doctor Gallardo y permiten sostener, con  el grado de certeza que requiere este pronunciamiento, formular acusación contra el nombrado, por considerar que se podría haber configurado alguna de las causales de remoción previstas en el ordenamiento constitucional.

                              En función de ello y para una más clara lectura y compresión de los hechos objeto de esta resolución, se sintetizan a continuación los mismos, siguiendo para ello en orden a la denuncia formulada y al fallo de la  Sala II de la Cámara Contencioso Administrativo y Tributario, de esta ciudad:  la afectación de la garantía del juez natural,  admitir actores con pretensiones que nada tienen que ver con el objeto del proceso, dictar la  improcedente acumulación de expedientes, crear la figura de la “precautelar”, dictar medidas sin fundamento, pronunciarse mas allá de lo pedido, violando el principio de congruencia  y por ende el de defensa en juicio, disponer una medida cautelar, existiendo un pronunciamiento firme en contrario de idéntico objeto, en el expediente originario.

                            En definitiva todo ello llevo a la Camara del fuero, conforme fuera explicitado, a nulificar lo actuado por el magistrado, por cuanto mas alla de que individualmente cada una de estas acciones podria haber sido producto de algun error del nombrado, todas ellas en conjunto  importan una violación  a principios constitucionales por los que todo juez debe velar tales como el debido proceso, el derecho de defensa en juicio y el principio de juez natural. Esta violación de tales principios, que por la suma de acciones involucradas no parece ser casual sino causal,  constituye  efectivamente la figura de mal desempeño fijada en nuestra constitución.

                             No podemos dejar de mencionar que esta irregular actividad jurisdiccional, detectada por la Cámara del fuero, encuentra su correlato en las maniobras, al menos poco claras del letrado de la parte actora, quien formulo un gran numero de demandas con idéntico texto y objeto, que solo puede explicarse a la hora de pretender elegir la actuación de un magistrado determinado.

Como se advertirá, lo expuesto  en el presente dictamen, coloca al acusado frente a una sucesión de episodios de inusitada gravedad que conforman el mal desempeño en sus funciones.-




En esa dirección, es claro y evidente que el Doctor Gallardo ha desvirtuado arteramente el principio de congruencia, ya que resolvió cuestiones que no fueron planteadas expresamente por los actores.-





Sobre ello, la Sala I de la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo y Tributario de esta ciudad, el 17 de mayo de 2001, en los autos caratulados “GCBA v. Exporim SA s/ejecución fiscal”, señaló: “...En virtud del principio dispositivo, como regla general incumbe a las partes delimitar la materia litigiosa -en función de los términos de la pretensión y de la oposición- y sobre ella debe recaer el ejercicio de la jurisdicción, conforme el principio procesal de congruencia...”.-




Que asimismo, se ha sostenido que: “...Al órgano jurisdiccional le está vedado reconocer a ninguna de las partes lo que no ha sido solicitado, así como algo más distinto (art. 18 CN.; arts. 34 inc. 4 y 163 inc. 6 CPCC.). El principio de congruencia significa que, como regla general, debe existir correspondencia perfecta sobre la acción promovida y la sentencia que se dicta, lo que se desarrolla en una doble dirección el juez debe pronunciarse sobre todo lo que temporánea y formalmente se le pide, o sea sobre todas las demandas sometidas a su examen y sólo sobre éstas, y debe dictar el fallo basándose en los elementos de hecho aportados en apoyo de las pretensiones hechas valer por las partes en sus presentaciones y sólo basándose en tales elementos” (C.Civ. y Com. La Plata, Sala 2ª, 23/05/2000- Cabrera, Clelia v. Rivero, Marcelo s/Daños y perjuicios).-




Que por otra parte, también se dijo que: “...Está vedado a los jueces pronunciarse sobre cosas no pedidas o planteadas por las partes en los pertinentes escritos del período introductivo del proceso y sobre pruebas no solicitadas oportunamente y referidas a ellas, pues la prueba sólo tiene valor cuando se refiere a hechos articulados en la demanda...” (C.Civ. y Com. La Plata, Sala 2ª, 20/08/1996- Manganiello S.A. v. Pasquini, Emilio s/ Cobro ordinario).-




Que a su vez, sostiene la jurisprudencia que: “...Viola el principio de congruencia el fallo que altera el contenido del pleito, ello en tanto resulta visceralmente exigible a la sentencia que se muestre cautelosamente atenta a la pretensión jurídica que forma el contenido de la disputa (arts. 34 inc. 4 y 163 inc. 6 CPCC.)...” (C. Civ. y Com. San Martín, Sala 2ª, 30/12/2003- Córdoba, Daniel P. v. Cucchiara, Miguel Á. s/resolución de contrato).-




Que asimismo. “...El principio de congruencia ha sido instituido en el proceso precisamente para salvaguardar el derecho de defensa en juicio, en tanto es en función de lo pedido en el escrito de demanda que el accionado ejerce ese derecho, no pudiendo en el transcurso de la litis cambiarse la causa de la pretensión. Esta salvaguarda se cierra con la disposición de que una vez aquélla trabada, las partes no pueden introducir hechos nuevos ni otra documentación que la que hasta entonces esgrimieron, salvo excepciones que incluso no valen para el juicio ejecutivo (arts. 331 , 332 , 334 , 363 , 364 y concs. Código Procesal)...” (C. Civ. y Com. San Martín, Sala 2ª,03/06/2003- Ibañez, Elena v. Ibañez, Nancy E. s/cobro de pagarés).-




Por lo demás claro resulta que el Doctor Gallardo también ha vulnerado la garantía del juez natural, admitiendo en el proceso nuevos actores, con pretensiones absolutamente distintas a las pretendidas por Sara Etel Juárez, alterando el principio de asignación de causas, la que en el fuero debe hacerse por sorteo.-




También surge de modo palmario que el Magistrado utilizó un instituto no contemplado ni en el C.C.A. y T.  ni en el C.P.C. y C. de la Nación, a saber, la medida “precautelar”.-

                               Cabe poner de resalto que tampoco dio cumplimiento con los extremos exigidos para la procedencia de una medida cautelar, esto es, tal como lo prevé el art. 189 del C.C.A.yT., que el solicitante demuestre que la ejecución causare o pudiere causar graves daños. En estas condiciones, echando mano de manera desproporcionada a la facultad que le otorga el art. 184 del C.C.A.yT., resolvió suspender obras que, tal como ya se dijo, no habían sido pedidas formalmente por la actora.-




Así las cosas, corresponde dejar aclarado que si bien la causal de mal desempeño conforma un concepto amplio, no por ello resulta inaplicable.
En afán de definir la misma, haciendo propias las palabras de Enrique Hidalgo, sostenemos que “...se configura la causal ante la reiteración de faltas e incumplimientos, cometidos por el funcionario por acción u omisión, dolosos o culposos y aún sin culpa -responsabilidad objetiva-, de modo tal que impiden que el mismo desarrolle correctamente las funciones que la Constitución, la ley y los reglamentos le encargan...”  (HIDALGO, Enrique; “Controles constitucionales sobre funcionarios y magistrados”, Depalma, Buenos Aires, 1997, pág. 118).-




Sobre el particular, Joaquín V. Gonzalez, citado por el nombrado autor sostiene que: “...pueden los actos de un funcionario no ajustarse al vocabulario de las leyes penales vigentes, no ser delitos o crímenes calificados por la ley común, pero sí constituir mal desempeño, porque perjudican al servicio público, deshonran al país o la investidura pública, impidan el ejercicio de los derechos y las garantías de la Constitución y entonces son del resorte del juicio político...” (HIDALGO, Op. Cit, pág. 118).-




De todo ello se desprende que la causal de mal desempeño, tiene una magnitud tal, que no permite ceñirla a una definición concreta, estando destinada a comprender todos los hechos configurados como “mala conducta”.-




Bidart Campos sostiene que mal desempeño es “...lo contrario de ‘buen desempeño...”, que “...la fórmula tiene latitud y flexibilidad amplias”, es decir “el mal desempeño carece de un marco definitorio previamente establecido...” (Tratado Elemental de Derecho Constitucional Argentino, T. II, Ed. Ediar, 1986, pág. 187).-




Sobre ello se ha dicho que: “...La exigencia de buena conducta es como el negativo de la causal de mal desempeño” para remover a los jueces por juicio político. No es en rigor una nueva causal, sino un modo distinto de manifestar lo mismo. Si el juez tiene buena conducta es porque no se le puede comprobar mal desempeño y a la inversa...” (conforme QUIROGA LAVIE, Humberto; “Constitución de la Nación Argentina Comentada”, Ed. Zavalía, pág. 652).-




Así las cosas, corresponde señalar que el Magistrado, fue más allá de la facultad que la ley le otorga -decretar una medida innovativa-, faltando de tal modo al deber que la Constitución y la ley le imponen, de atenerse a sus textos.- 




El Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados de la Nación, llamado a decidir en el caso “Brusa”, sostuvo que “...en el régimen constitucional argentino, el propósito del juicio político no es el castigo del funcionario, sino la mera separación del magistrado para la protección de los intereses públicos contra el riesgo u ofensa, derivados del abuso del poder oficial, descuido del deber o conducta incompatible con la dignidad del cargo” (Considerando 5); y que “la causal del mal desempeño, considerada a la luz de lo dispuesto en el artículo 110 de la Constitución Nacional en cuanto establece que los jueces conservarán sus empleos ‘mientras dure su buena conducta’, posibilita meritar la mala conducta del magistrado a los fines de su permanencia en el cargo (considerando 25)..”.-


Se sostuvo además en el citado fallo que “...la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha expresado en forma reiterada que el enjuiciamiento de magistrados debe fundarse en hechos graves e inequívocos o en presunciones serias que sean idóneas para formar convicción sobre la falta de rectitud de conducta o de capacidad del magistrado imputado para el normal desempeño de la función (Fallos: 266:315; 267:171; 268:203; 272:193; 277:52; 278:360; 283:35; 301:1242) (considerando 26)...”.-


Agregó además que “...la causal de mal desempeño, en el preciso enfoque efectuado por Carlos Sánchez Viamonte, es ‘cualquier irregularidad de cualquier naturaleza que sea, si afecta gravemente el desempeño de las funciones (Sánchez Viamonte, Manual de Derecho Constitucional, Ed. Kapeluz, 1958, pág. 280)...Esta es la perspectiva más adecuada a fin de que este instituto cumpla acabadamente su objetivo...de determinar si (el magistrado) ha perdido los requisitos que la ley y la Constitución exigen para el desempeño de una función de tan alta responsabilidad, como es la de dar a cada uno lo suyo. Ello también se adecua a la idea de que el mal desempeño no puede tipificarse...Debe desecharse esta pretensión y confiar en que el juzgador, en el marco de pautas generales -adecuadas a las circunstancias de tiempo, lugar, realidad cultural y memoria histórica-, sabrá en cada caso fundar su decisión” (considerando 31)...”; y que “...cuando el comportamiento del juez deja de ser bueno, queda implícito que su derecho a mantenerse en la magistratura ha cesado, y que ello habilita al Congreso a removerlo si su conducta, aunque no criminal, interfiere con la administración de justicia o indica un serio abandono de los deberes propios del cargo. Así, la independencia del Poder Judicial se corresponde con la buena conducta del magistrado” (considerando 34)..”.-


Así, puede afirmarse sin hesitación alguna, que las exigencias de conducta de los magistrados judiciales son mayores que las requeridas a los demás ciudadanos y habitantes de la Nación, ya que a ellos se les exige mayor virtud que a los demás.-




Se ha sostenido que “...de la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación se desprende que el mal desempeño no requiere la comisión de un delito, sino que basta para separar a un magistrado la demostración de que no se encuentra en condiciones de desempeñar el cargo en las circunstancias que los poderes públicos lo exigen; no es necesario una conducta criminal, es suficiente con que el imputado sea un mal juez...” (disidencias de los Dres. Nano, Chausovsky, Penchansky y Agúndez del Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados, causa Nº 3, “Bustos Fierro, Ricardo s/ pedido de enjuiciamiento”).-


Por lo expuesto, teniendo por concluidas las instancias exigidas en este proceso y en razón de que los hechos atribuidos al Doctor Roberto Andrés Gallardo, analizados en conjunto, constituirían la causal de mal desempeño, consideramos que se alcanza el grado de convicción necesario que justifica la apertura del proceso de enjuiciamiento para lograr la remoción del citado magistrado a través de esta acusación.-

        En esa linea argumental, puede concluirse que las inconductas imputadas al Doctor Gallardo: inidoneidad funcional profesional y técnica, la adopción de decisiones sin fundamento legal alguno,  inobservancia de principios y garantías procesales -vulnerar el principio de congruencia, de conexidad y garantía de juez natural-, configuran la causal constitucional de mal desempeño, prevista en el art. 122 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y en el inc. 2º del art. 10 de la ley 54.-

Que, por lo expuesto, corresponde decidir la apertura del procedimiento de remoción respecto del Doctor Roberto Andrés Gallardo, titular del Juzgado de 1ra. Instancia en lo Contencioso Administrativo y Tributario Nº 2 y, en consecuencia, formular acusación ante el Jurado de Enjuiciamiento.

Que, asimismo, se debe designar a los Consejeros que llevarán adelante la acusación, proponiéndose a tales fines a los Doctores León Carlos Rosenfeld y Ricardo Félix Baldomar, con las amplias facultades que el caso requiera.-

Que, por otra parte, teniendo en vista la actuación del Doctor Pablo Alejandro Pierini, se estima conveniente remitir testimonio al Tribunal de Disciplina del Colegio Público de Abogados de la Capital Federal, a los fines que estime corresponder.-




Por ello, y en ejercicio de las atribuciones otorgadas por el art. 116 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y de las Leyes 31 y 54; 

EL CONSEJO DE LA MAGISTRATURA DE LA CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES

RESUELVE:

Art. 1º: Decidir la apertura del procedimiento de remoción respecto del Doctor Roberto Andrés Gallardo, titular del Juzgado de 1ra. Instancia en lo Contencioso Administrativo y Tributario Nº 2 de esta ciudad, de conformidad con los fundamentos de la presente, por la causal de mal desempeño, conforme lo dispuesto en el art. 122 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y en el inc. 2º del art. 10 de la ley 54.-

Art. 2º: Formular acusación ante el Jurado de Enjuiciamiento, designando a tal fin a los Doctores León Carlos Rosenfeld y Ricardo Félix Baldomar, con las amplias facultades que el caso requiera.-

Art. 3º: Remitir testimonio al Tribunal de Disciplina del Colegio Público de Abogados de la Capital Federal, en relación a la actuación del Doctor Pablo Alejandro Pierini, a los fines que estime corresponder.-

Art. 4º: Regístrese, notifíquese al Dr. Roberto Andrés Gallardo con habilitación de día y hora inhábil, comuníquese al Tribunal Superior de Justicia, a la Legislatura y a la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y, oportunamente, archívese.

RESOLUCIÓN N°   950 /2005

Carla Cavaliere                        
María Magdalena Iráizoz                      L. Carlos Rosenfeld               

Ricardo F. Baldomar                 
Bettina Paula Castorino            
        Juan Sebastián De Stefano            

Germán C. Garavano     

Diego May Zubiría     
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